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El presente artículo establece la relación entre investiga-
ción y conocimiento de la realidad fáctica y normativa 
de los indígenas, no sólo como individuos sino también 
como colectividades.
Este enfoque es de antropología jurídica, cuyo objetivo 
es reconocer no sólo el pluralismo jurídico sino también 
el pluralismo cultural del Estado Social y democrático 
de derecho en Colombia.
1. Directora del Centro de Investigación en Política Criminal.
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The fundamental right to life and multiculturalism
[Keywords: collective rights, multiculturalism, ethnic and cul-
tural diversity, international law on human rights, autonomy, 
participation, territory]
This article establishes the relationship between research 
and knowledge of the factual and normative reality of 
indigenous people, not only as individuals but also as 
collectivities.
This approach is one of legal anthropology, whose 
objective is to recognize not only the legal pluralism but 
also the cultural pluralism of the social State and demo-
cracy in Colombia. 
 
introducción
He escogido este título como resultado de los estudios 
y de las investigaciones realizadas en el cipc2, en las 
que las normatividades sobre los derechos humanos, 
particularmente el derecho a la vida, le asignan a este 
derecho fundamental un carácter individual a pesar de 
la existencia de cosmovisiones diferentes en los grupos 
ancestrales, que no tienen una concepción individualista 
sino la que corresponde a una manera colectiva de vivir 
y coexistir.
La hipótesis que plantearé es que las colectividades, 
ante su extinción inminente en muchos países de América 
Latina, deben ser protegidas en su diversidad cultural 
y étnica por razón de su riqueza y porque son grupos 
2. Centro de Investigación en Política Criminal de la Universidad Externado 
de Colombia.
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tradicionales que tienen raíces ancestrales y todo lo 
inherente a este concepto: identidad cultural, lenguaje, 
costumbres, justicia consuetudinaria, artesanía, recursos 
naturales, medicina tradicional, etc.
Al ver reconocidos en la Constitución Política –C. 
P.– de 1991 el principio de diversidad étnica y cultural, el 
derecho fundamental a la vida, el derecho a un ambiente 
sano, consideramos que es de suma importancia desa-
rrollar la hipótesis, puesto que el desarrollo sostenible 
no se predica sólo para hoy sino para las generaciones 
futuras, y los entornos de estas comunidades interactúan 
permanentemente con los ciclos vitales no sólo de los 
grupos autóctonos sino de todo el globo terrestre3.
Veremos a continuación el desarrollo normativo y de 
interpretación del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos –didh–  en el ámbito de las comunidades 
indígenas:
3. Roberto P. Guimarães. La sostenibilidad del desarrollo entre Río-92 y 
Johannesburgo 2002: Éramos felices y no sabíamos. signos encontrados en 
la evolución de las preocupaciones mundiales con el medio ambiente. Se han 
revelado igualmente oportunas las palabras del Secretario General de 
Naciones Unidas, Kofi Annan, al prefaciar un libro de la Universidad de 
las Naciones Unidas sobre las implicaciones del proceso de globalización: 
la última década revela cómo millones de seres alrededor del planeta han 
estado experimentando la globalización no como un agente del progreso, 
sino como una fuerza disruptiva y hasta destructiva, mientras muchos 
millones más han estado absolutamente excluidos de sus beneficios. La 
globalización ha sido vista por muchos como inevitable. Si bien es cierto 
que sus principales motores son la tecnología y la expansión e integración 
de mercados, no es menos correcto resaltar que la globalización no es una 
fuerza de la naturaleza, sino el resultado de procesos impulsados por seres 
humanos. En ese preciso sentido, corresponde domesticarla para el servicio 
de la humanidad. Para ello, requiere ser cuidadosamente administrada 
–nacionalmente– por países soberanos, e internacionalmente, por medio 
de la cooperación (Grunberg & Khan, 2000), [www.scielo.br].
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I. Derecho internacional de los
derechos humanos
Como veremos, al hablar de los derechos humanos, la 
mayoría de los tratados internacionales se refieren a los 
derechos inherentes a los individuos y no a las colecti-
vidades (comunidades ancestrales)4.
En la Declaracion Americana5 de los Derechos y De-
beres del Hombre se declara:
Que los pueblos americanos han dignificado la persona 
humana y que sus constituciones nacionales recono-
cen que las instituciones jurídicas y políticas, rectoras 
de la vida en sociedad, tienen como fin principal la 
protección de los derechos esenciales del hombre y la 
creación de circunstancias que le permitan progresar 
espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad.
En el preámbulo de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos6, se declara la importancia de los 
derechos humanos socialmente considerados, reiteran-
do que, con arreglo a la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, sólo puede realizarse el ideal del 
ser humano libre, exento del temor y de la miseria, si se 
4. Decreto 2001 de 1988, artículo 2.º: Nuestras comunidades indígenas se 
pueden definir como los conjuntos de familias de ascendencia amerindia 
que comparten sentimientos de identificación con su pasado aborigen y 
mantienen rasgos y valores propios de su cultura tradicional, y formas 
de gobierno y control social que las diferencian de otras comunidades 
rurales.
5. Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (aprobada 
en la Novena Conferencia Internacional Americana, Bogotá, Colombia, 
1948).
6. Convención Americana sobre Derechos Humanos (suscrita en San José de 
Costa Rica el 22 de noviembre de 1969, en la Conferencia Especializada 
Interamericana sobre Derechos Humanos).
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crean condiciones que permitan a cada persona gozar 
de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto 
como de sus derechos civiles y políticos.
Sin embargo, el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales –desc– reconoce el 
derecho a la cultura7, y por vía de conexidad, podríamos 
construir la realidad fáctica y jurídica del derecho a la 
vida colectiva. Existe la indivisibilidad de los derechos 
civiles y políticos con los derechos económicos, sociales 
y culturales y, así, el concepto de vida digna surge inte-
gralmente y de acuerdo con el de los derechos humanos 
progresivos y nunca regresivos.
Por esta razón, la Plataforma8 Interamericana de De-
rechos Humanos, Democracia y Desarrollo determina 
como objetivos adoptar la integralidad de los derechos 
humanos, el vínculo indisoluble entre éstos, el desarrollo 
y la democracia, y la complementariedad de las acciones 
de exigibilidad jurídica y política.
Así mismo, en el artículo 27 del Pacto se tiene en cuenta 
la integralidad y la universalidad de los derechos para 
7. Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 
Artículo 15: 1. “Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el de-
recho de toda persona a: a. Participar en la vida cultural [...] 2. Entre las 
medidas que los Estados Partes en el presente Pacto deberán adoptar para 
asegurar el pleno ejercicio de este derecho, figurarán las necesarias para 
la conservación, el desarrollo y la difusión de la ciencia y la cultura...
8. Plataforma Interamericana de Derechos Humanos. Mecanismos de 
Protección, 2004. Actualmente la Plataforma tiene capítulos nacionales 
en Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Chile, Cuba, Ecuador, Paraguay, 
Perú, República Dominicana, Uruguay y Venezuela. Así mismo, este 
documento insiste en trabajar con los pueblos indígenas por ser los mas 
vulnerables del continente, por la denegación estructural de sus derechos 
civiles y políticos, económicos, sociales y culturales. La Plataforma propone 
obtener una materialización de los derechos a la igualdad y justicia, pero 
también a la salud, la educación, la seguridad alimentaria, la vivienda y 
la tierra ya que de ellos depende su supervivencia como pueblos.
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las minorías étnicas; ésta ha sido la base de decisiones 
favorables de la cidh.
Willem Assies9 explicita el tercer elemento funda-
mental para la lucha de los pueblos indígenas: la auto-
determinación de los pueblos. En los pactos adoptados 
por la onu, el artículo 1.º reza:
Todos los pueblos tienen el derecho a la libre de-
terminación. En virtud de este derecho establecen 
libremente su condición política y proveen así mis-
mo a su desarrollo económico, social y cultural.
En consecuencia, en los Estados en que existan minorías 
étnicas, religiosas o lingüísticas, no se negará a las perso-
nas que pertenezcan a dichas minorías el derecho que les 
corresponde (en común con los demás miembros de su 
grupo) a tener su propia vida cultural, a profesar y prac-
ticar su propia religión y a emplear su propio idioma.
En el Convenio 169 de la oit10, y a pesar del debate 
sobre pueblos indígenas, ha surgido la noción de auto-
9. Willem Assies y Rosa Guillén (comps.). El reconocimiento de los derechos 
indígenas: jurisprudencia colombiana y propuestas sobre la jurisdicción indígena 
en Ecuador y Bolivia, [www.geocities.com/alertanet2b-assies-guillen.htm], 
2001.
10. El Convenio 169 de la oit afirma la consulta y participación de las co-
munidades en su futuro y desarrollo sostenible. Esas decisiones deben 
ser libres, tener todos los medios, ser hechas de buena fe, y establecer 
sus prioridades (recursos naturales...) y modos de vida de acuerdo con 
sus cosmovisiones. Artículo 6.1. Al aplicar las disposiciones del presente 
Convenio, los gobiernos deberán: a. Consultar a los pueblos interesados, 
mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus ins-
tituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas 
o administrativas susceptibles de afectarles directamente [...] Artículo 7.1. 
Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias 
prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que 
éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a 
las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera; y de controlar, en la 
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determinación interna, o sea, un cierto grado de autode-
terminación en el marco del Estado. En sus artículos 7.º, 
8.º y 9.º se refiere el Convenio al derecho de los pueblos 
indígenas de decidir sus prioridades en lo que atañe 
al proceso de desarrollo y al derecho de conservar sus 
costumbres e instituciones propias, así como un cierto 
grado de jurisdicción.
El proyecto de Declaración del Grupo de Trabajo sobre 
poblaciones indígenas de la oea se refiere al autogobier-
no y al mantenimiento de sus instituciones políticas y 
formas de hacer justicia. Por ejemplo, el proyecto de la 
oea, versión 1997, decía:
Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar li-
bremente su estatus político y a promover libremente su 
desarrollo económico, social, espiritual y cultural; conse-
cuentemente tienen derecho a la autonomía o autogobier-
no en lo relativo a, inter alia, cultura, religión, educación, 
información, comunicación, salud, habitación, empleo, 
bienestar social, actividades económicas, administración 
de tierras y recursos, medio ambiente e ingreso de no 
miembros, así como a determinar los recursos y medios 
para financiar estas funciones autónomas (art. xv.1).
Ante la ausencia de un instrumento específico sobre 
derechos indígenas, el sistema jurisdiccional de la oea 
tiene un papel importante en la defensa de los derechos 
humanos de los pueblos indígenas. Cualquier individuo 
o grupo, a menudo las ong dedicadas a la defensa de los 
derechos indígenas, desempeña un papel importante, 
medida de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. 
Además, dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación 
y evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y regional 
susceptibles de afectarles directamente.
22
pues puede llamar la atención de la Comisión de la oea 
sobre violaciones de los derechos humanos. Si la Co-
misión acepta el caso, lo investiga y puede recomendar 
al gobierno correspondiente rectificar la situación. Si el 
gobierno en cuestión no cumple la recomendación, la 
Comisión puede hacer público el caso y así ejercer presión 
pública o moral. La otra posibilidad es llevar el caso a la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos –cidh– si 
el Estado ha aceptado la jurisdicción de esta Corte. 
En las decisiones de la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos se insiste en esa protección radical de los 
derechos humanos y sin excepciones de ninguna naturale-
za. Por esta razón, la Corte recalca que las violaciones de 
los derechos humanos no deben quedar en la impunidad 
y deben ser indemnizadas, en aras de la verdad, la justicia 
y la reparación. Colombia ha sido condenada en casos 
como el de Caballero Delgado y Santana vs. Colombia, 
el de Las Palmeras, el de los 19 Comerciantes, etc.
En el caso de la Comunidad Mayagna (sumo) Awas 
Tingui vs. Nicaragua11, la Corte reconoce no sólo el derecho 
de justicia para las comunidades indígenas y reconoce 
los derechos colectivos y la indemnización por la “falta 
de protección por parte de Nicaragua de los derechos de 
la Comunidad sobre sus tierras ancestrales”.
A pesar de que la sentencia establece claramente la 
omisión de las autoridades nicaragüenses a titularizar 
tierras de comunidades indígenas y reconocerlas, en esta 
decisión y en la opinión de los peritos que coadyuvaron se 
relevó la importancia de que, para aceptar la vida digna 
de las comunidades y su cultura, es necesario reconocer 
11. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Sentencia del 31 de agosto 
de 2001.
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lo inescindible de los derechos de diversidad, vida y 
riqueza cultural.
En testimonio de un miembro de la comunidad, se 
insiste que las tierras son elemento fundamental de su 
cosmovisión, de su historia, vida y desarrollo de la si-
guiente manera:
Las tierras son ocupadas y explotadas por toda la co-
munidad. Nadie es individualmente dueño de la tierra; 
los recursos de ésta son colectivos [...] El territorio es 
vital para su desarrollo cultural, religioso y familiar, 
y para su propia subsistencia, pues realizamos labo-
res de caza y pesca y, además, cultivamos la tierra.
Así mismo, el peritaje del antropólogo Rodolfo Sta-
venhagen confirma la vitalidad de la comunidad, su 
autoidentificación, siempre y cuando la tierra se respete 
y no se acepte el abuso de los derechos:
Hay que entender la tierra no como un simple instrumen-
to de producción agrícola, sino como una parte del espa-
cio geográfico y social, simbólico y religioso, con el cual 
se vincula la historia y actual dinámica de los pueblos.
El antropólogo citado insiste en la importancia de defender 
la colectividad para proteger así a los individuos:
En ciertos contextos históricos los derechos de la 
persona humana se garantizan y se pueden ejercer 
plenamente sólo si se reconocen los derechos de la 
colectividad y de la comunidad a la que pertenece 
esta persona desde su nacimiento y de la que forma 
parte, y la cual le da los elementos necesarios para 
poder sentirse plenamente realizada como ser hu-
mano, que significa también ser social y cultural.
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La cidh considera finalmente, teniendo en cuenta la 
Convención Americana (art. 21, 29b), que:
El artículo 21 de la Convención protege el derecho a la 
propiedad en un sentido que comprende, entre otros, 
los derechos de los miembros de las comunidades in-
dígenas en el marco de la propiedad comunal [...] Los 
indígenas, por el hecho de su propia existencia, tienen 
derecho a vivir libremente en sus propios territorios; 
la estrecha relación que los indígenas mantienen con 
la tierra debe ser reconocida y comprendida como la 
base fundamental de sus culturas, su vida espiritual, 
su integridad y su supervivencia económica. Para las 
comunidades indígenas la relación con la tierra no es 
meramente una cuestión de posesión y producción 
sino un elemento material y espiritual del que deben 
gozar plenamente, inclusive para preservar su lega-
do cultural y transmitirlo a las generaciones futuras.
II. Derechos fundamentales en la
Constitución Política12
El derecho fundamental –la vida– ha sido reconocido 
constitucionalmente por Colombia como intangible, in-
herente e inalienable. Esto quiere decir que es intocable, 
inajenable y que por su naturaleza está unido al indivi-
duo y a la colectividad, y que nadie puede alterarlo. La 
existencia de la colectividad está unida al territorio y a 
su entorno.
12. Título i: De los principios fundamentales. Título ii: De los derechos, las 
garantías y los deberes. Capítulo 1.º De los derechos fundamentales, 
Capítulo 2.º De los derechos sociales, económicos y culturales, Capítulo 
3.º De los derechos colectivos y del ambiente, Capítulo 5.º De las juris-
dicciones especiales.
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Existen dos capítulos abundantes sobre derechos fun-
damentales que enaltecen la vida digna y no se explicaría 
el motivo de dejar sin protección la existencia colectiva (la 
vida) de ciertas comunidades en extinción.
El fin de la norma de normas no es formal; su objetivo 
es, en cambio, desarrollar y materializar los conceptos 
de democracia y pluralismo para poder hacer real la 
protección del desarrollo sostenible individual y social 
por medio de los mecanismos adecuados.
A pesar de ese reconocimiento –normativo–, en la 
práctica y por diversas razones no es claro hablar de la 
riqueza cultural y de la protección de las comunidades. 
Esas razones van desde la creencia del ataque al Estado 
liberal monista y centralista hasta el sentimiento de vul-
nerabilidad cultural por razones del reconocimiento de 
cosmovisiones diferentes.
Frente a lo anterior –y particularmente en América 
Latina– las colectividades indígenas tienen muchos pro-
blemas de articulación de cosmovisiones, de justicias, 
en especial por el irrespeto a su medio ambiente, a su 
territorio, elemento vital de su existencia. En verdad, 
para estas colectividades, son inescindibles el territorio 
sagrado y su vida. Los artículos muestran que el fin de 
la Constitución es defender la identidad cultural y ló-
gicamente su entorno –el medio ambiente– para que su 
formulación no se quede en pura retórica.
III. Jurisprudencia constitucional
La Corte Constitucional de Colombia ha hecho grandes 
avances en la protección de la vida colectiva. Sin embargo, 
todavía en el ámbito académico existe la dificultad de reco-
nocer nuevos derechos colectivos fundamentales, a pesar 
de la violación flagrante de la vida en comunidad.
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La jurisprudencia ha sido prolífica en sentencias en 
las que se defienden los derechos humanos de los gru-
pos más vulnerables y en general de los ciudadanos que 
demandan protección. Tenemos sentencias sobre protec-
ción de derechos individuales y colectivos que muestran 
cómo la Corte Constitucional ha desempeñado un papel 
importante en la construcción de la democracia y del 
pluralismo jurídico y cultural.
El tema que quiero tratar es el de la vida como un 
derecho colectivo sin soslayar la protección individual. 
Para ello, me quiero basar en los siguientes tópicos:
A. La diversidad étnica y cultural
Este elemento está descrito en nuestra Carta Constitucio-
nal como fundamental en un Estado pluralista y multicul-
tural. Puesto que Colombia es un país rico culturalmente, 
es indispensable el reconocimiento de esa alteridad, con 
el fin de que las comunidades puedan vivir dignamente 
y continuar su existencia.
Sin duda, es necesario conocer esa alteridad en su 
complejidad y sus ambigüedades. Además, al aceptar la 
diferencia y la diversidad como derechos fundamentales 
se rompe con los modelos del Estado decimonónico y 
con la noción de soberanidad y el monismo jurídico; es 
decir, con la imagen presentada por Hans Kelsen, según 
la cual Estado y derecho son la misma cosa.
En los casos siguientes, la Corte Constitucional relieva 
la importancia de la supervivencia de la cultura y de la 
organización del pueblo, y acentúa la heterogeneidad de 
la sociedad en sus identidades y sus construcciones de 
ser individual y social.
En la Sentencia 139 de 1996 se reconoce la singularidad 
de las comunidades y su protección como sujeto colectivo, 
siempre y cuando no se vulneren las individualidades.
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Las comunidades indígenas reclaman la protección de 
su derecho colectivo a mantener su singularidad cultural, 
derecho que sólo puede ser limitado cuando se afecte un 
principio constitucional o un derecho individual de algu-
no de los miembros de la comunidad o de una persona 
ajena a ésta, principio o derecho que debe ser de mayor 
jerarquía que el derecho colectivo a la diversidad.
En la Sentencia T-523 de 1997 existe un reconocimiento 
constitucional de las diversas cosmovisiones sin aceptar 
imposición alguna. Al contrario, en la sentencia se invita 
a la construcción de un Estado multicultural.
El Estado tiene la especial misión de garantizar que 
todas las formas de ver el mundo puedan coexistir pací-
ficamente, labor que no deja de ser conflictiva, pues estas 
concepciones muchas veces son antagónicas e incluso 
incompatibles con los presupuestos que el mismo Estado 
ha elegido para garantizar la convivencia. En especial, son 
claras las tensiones entre reconocimiento de grupos cultu-
rales con tradiciones, prácticas y ordenamientos jurídicos 
diversos y la consagración de derechos fundamentales con 
pretendida validez universal. Mientras que una mayoría 
estima estos derechos como presupuestos intangibles, 
necesarios para un entendimiento entre naciones, otros 
se oponen a la existencia de postulados supraculturales, 
como una manera de afirmar su diferencia, y porque de 
acuerdo con su cosmovisión no ven en ellos un presu-
puesto vinculante. En otras palabras, aun siendo clara la 
dificultad para entender algunas culturas desde una óptica 
que se define como universal, el Estado tiene que hacer 
compatible su deber de preservar la convivencia pacífica 
dentro de su territorio, garantizando los derechos de sus 
asociados en tanto ciudadanos, con el reconocimiento de 
sus necesidades particulares como miembros de grupos 
culturales distintos. En esta tarea, además, le está veda-
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do imponer una concepción particular del mundo, así 
la vea como valiosa, porque tal actitud atentaría contra 
el principio de respeto a la diversidad étnica y cultural 
y contra el trato igualitario para las diferentes culturas, 
que el mismo Estado ha reconocido.
En la Sentencia SU-510 de 1998, la Corte Constitucio-
nal reconoce que el principio de diversidad e integridad 
personal no es simplemente una declaración retórica, sino 
que constituye una proyección, en el plano jurídico, del 
carácter democrático, participativo y pluralista de la repú-
blica colombiana y obedece a “la aceptación de la alteridad 
ligada a la aceptación de la multiplicidad de formas de 
vida y sistemas de comprensión del mundo diferentes 
de los de la cultura occidental”. La Constitución Política 
permite al individuo definir su identidad con base en sus 
diferencias específicas y en valores étnicos y culturales 
concretos, y no conforme a un concepto abstracto y general 
de ciudadanía, como el definido por los Estados liberales 
unitarios y monoculturales. Lo anterior traduce un afán 
válido por adaptar el derecho a las realidades sociales, 
a fin de satisfacer las necesidades de reconocimiento de 
aquellos grupos que se caracterizan por ser diferentes en 
cuestiones de raza o cultura. En suma, el reconocimiento 
de la diversidad étnica y cultural obedece, por un lado, 
al imperativo de construir una democracia cada vez más 
inclusiva y participativa; y, por el otro, de la necesidad 
de ser consecuentes con la concepción según la cual la 
justicia constituye un ideal incompleto si no atiende a las 
reivindicaciones de reconocimiento de los individuos y 
comunidades.
La Corte ha considerado que las comunidades indí-
genas son sujetos de derechos fundamentales. Este orga-
nismo ha precisado que los derechos de las comunidades 
indígenas no deben ser confundidos con los derechos 
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colectivos de otros grupos humanos. La Corte ha seña-
lado que los derechos fundamentales de los cuales son 
titulares las comunidades indígenas son, principalmente: 
el derecho a la subsistencia, derivado de la protección 
constitucional a la vida; el derecho a la integridad étnica, 
cultural y social, que se desprende no sólo de la protección 
a la diversidad y del carácter pluralista de la nación sino, 
también, de la prohibición de toda forma de desaparición 
forzada; el derecho a la propiedad colectiva; y el derecho 
a participar en las decisiones relativas a la explotación 
de recursos naturales en sus territorios.
B. Autonomía
Este elemento es indispensable para el autogobierno de 
las poblaciones indígenas, para que puedan construir el 
plan de vida de acuerdo con su cosmovisión y su justicia. 
En otras palabras, estamos hablando del respeto a las de-
cisiones, a las autoridades tradicionales, a las costumbres, 
a los procesos de elección, al manejo de su entorno.
Como diría Manuel Castells13, está surgiendo el 
Estado-Red, caracterizado por la organización adminis-
trativa flexible, y descentrada o reticular, donde existen 
formas de poder y autoridad no jerarquizadas sino más 
bien agrupadas en una red con nodos distribuidos se-
gún una nueva geometría del poder, con instituciones 
de distinto nivel (local, nacional, regional, global) y con 
competencias distintas, compartidas y traslapadas.
Ésa es la justicia indígena que supera el Estado-nación 
unitario e invita a aceptar la transformación del Estado 
13. Manuel Castells. El surgimiento de la sociedad de redes, capítulo 6.º “El 
espacio de los flujos”, [www.hipersociología.org.ar/catedra/materia/
Castellescap6.html].
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y sus consecuencias. Willem Assies habla del contenido 
de un Estado social en el ámbito indígena, que no es sólo 
autonomía sino también otros derechos sociales, econó-
micos y culturales: el derecho a tener derechos.
Ésta es la razón de que la Corte Constitucional esta-
bleciera la regla principal del derecho a la autonomía: a 
mayor conservación de sus usos y costumbres, mayor 
autonomía. La realidad colombiana muestra que las nu-
merosas comunidades indígenas existentes en el territorio 
nacional han sufrido una mayor o menor destrucción de 
su cultura por efecto del sometimiento al orden colonial 
y posterior integración a la “vida civilizada” (Ley 89 
de 1890), lo cual ha debilitado la capacidad de coerción 
social de las autoridades de algunos pueblos indígenas 
sobre sus miembros.
En la Sentencia T-349 de 1996, la Corte Constitucional 
expresó:
Considerando que sólo con un alto grado de autonomía 
es posible la supervivencia cultural, puede concluirse, 
como regla para el intérprete, la de la maximización de 
la autonomía de las comunidades indígenas y, por lo 
tanto, la de la minimización de las restricciones a las 
indispensables para salvaguardar intereses de superior 
jerarquía. Esta regla supone que al ponderar los intereses 
que puedan enfrentarse en un caso concreto al interés 
de la preservación de la diversidad étnica de la Nación, 
sólo serán admisibles las restricciones a la autonomía 
de las comunidades cuando se cumplan las siguientes 
condiciones: que se trate de una medida necesaria 
para salvaguardar un interés de superior jerarquía y 
que se trate de la medida menos gravosa para la auto-
nomía que se les reconoce a las comunidades étnicas.
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C. Participación
Con la participación, los grupos étnicos intervienen, in-
dividual y colectivamente, en las instancias de toma de 
decisiones sobre asuntos públicos que afectan sus aspectos 
políticos, económicos, sociales, culturales.
Al gozar de esas prerrogativas, los grupos étnicos ase-
guran los derechos sobre sus tierras, su subsistencia, su 
territorio, su justicia, su integridad personal y colectiva, 
su autonomía y su medio ambiente; es decir, sobre sus 
derechos fundamentales.
Es necesario tener en cuenta el Protocolo Adicional 
a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 
Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
también llamado “Protocolo de San Salvador”, que reafir-
ma los desc y la importancia de la libre determinación de 
los pueblos para construir y decidir sobre sus riquezas 
materiales y espirituales.
En su preámbulo, el Protocolo dice:
Teniendo presente que si bien los derechos económicos, 
sociales y culturales fundamentales han sido reconoci-
dos en anteriores instrumentos internacionales, tanto 
de ámbito universal como regional, resulta de gran 
importancia que éstos sean reafirmados, desarrollados, 
perfeccionados y protegidos en función de consolidar en 
América, sobre la base del respeto integral a los derechos 
de la persona, el régimen democrático representativo de 
gobierno, así como el derecho de sus pueblos al desarro-
llo, a la libre determinación y a disponer libremente de 
sus riquezas y recursos naturales; y considerando que 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
establece que pueden someterse a la consideración de 
los Estados partes, reunidos con ocasión de la Asamblea 
General de la Organización de los Estados Americanos, 
proyectos de protocolos adicionales a esa Convención con 
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la finalidad de incluir progresivamente, en el régimen 
de protección de la misma, otros derechos y libertades 
(derecho a la salud, derecho a un ambiente sano)...
D. Derecho a su territorio y a su medio ambiente
El territorio es un patrimonio al que todos los pueblos 
deben acceder, con lo cual irán construyendo su vida cul-
tural e identitaria. El derecho a constituirse en un tiempo 
y en un espacio propios es un bien para todo pueblo; el 
despojarlo es quitarle su identidad; es por eso que se le 
debe respetar y proteger para mantener la unidad social 
y cultural de este pueblo.
Por territorio se comprende el espacio de hábitat de 
un determinado grupo social: no necesariamente deberá 
ser el geográfico o físico, sino también el espacio cultural, 
ritual, lingüístico y otros, que de alguna forma constituyan 
los lugares de construcción social e identitaria. Los gru-
pos necesitan de un soporte para que se pueda realizar y 
construir la cultura. Este soporte es la organización social, 
con sus instituciones y sus reglas. Por ejemplo, cuando 
una comunidad incluye varias familias, es necesario que 
alguien asuma la responsabilidad de reunir a la gente y 
tomar decisiones.
En todo sentido, el territorio se considera como una 
necesidad imperiosa para que un determinado grupo 
humano pueda desarrollarse, pues sin él no lograría 
establecerse e identificarse ante los demás. De tal forma, 
el territorio, como elemento fundamental para el desa-
rrollo de una cultura, es un derecho que el grupo debe 
demandar y exigir para que él pueda ser reconocido 
como grupo social autónomo. Cada grupo social debe 
contar con un determinado territorio, el cual, por ningún 
motivo debe ser despojado por otros. Lo contrario signi-
ficaría el proceso de violación a los derechos humanos, y 
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por consiguiente se estaría transgrediendo la naturaleza 
social humana14.
El abogado Roque de Jesús Roldán Ortega expone 
claramente la relación que existe entre los pueblos indí-
genas, la subsistencia y el elemento básico (la tierra): “La 
posibilidad de mantener la unidad social, de mantener y 
reproducir la cultura y de sobrevivir física y culturalmente 
depende de la existencia y el mantenimiento de la tierra 
en forma colectiva, comunitaria, como la han tenido en 
tiempos antiguos”.
El Decreto 2164 de 1995 reglamenta parcialmente el 
capítulo xiv de la Ley 160 de 1994 en lo relacionado con 
la dotación y titulación de tierras a las comunidades 
indígenas.
Este decreto norma15 los derechos y bienes de las co-
munidades indígenas y precisa la naturaleza jurídica de 
los resguardos indígenas, considerados propiedad colec-
tiva de las comunidades y definidos como instituciones 
legales y sociopolíticas de carácter especial.
Colombia es un país de una gran diversidad cultural-
ambiental y por ello es necesario protegerla sustancial-
mente en todos sus aspectos desde la perspectiva de los 
derechos fundamentales. Una de estas facetas es reconocer 
que el medio ambiente es la “sangre” que permite a las 
colectividades subsistir y desarrollarse. Su protección 
tiene que ser igualmente diversa y excepcional, a pesar 
de que vaya contra muchas creencias que se han consi-
derado inamovibles.
La Constitución Política reconoce el derecho a un 
ambiente sano al consagrar el desarrollo sostenible, que 
14. [http://qollasuyu.indymedia.org/es/2003/03/51.shtml].
15. Procuraduría General de la Nación y Canadian International Development 
Agency. La diversidad étnica y cultural en Colombia. Alcances y desarrollo, 
2004.
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es definido como aquel desarrollo que conduce al creci-
miento económico, a la elevación de la calidad de vida 
y al bienestar social, sin agotar la base de los recursos 
naturales renovables en que se sustenta, ni deteriorar el 
medio ambiente o el derecho a las generaciones futuras a 
utilizarlo para la satisfacción de sus propias necesidades 
(arts. 63, 79, 80 C. P.).
Para comprender el tema de los derechos fundamenta-
les para las colectividades debemos aceptar ciertas premi-
sas, que han sido reconocidas por la Corte Constitucional, 
organismo que las ha desarrollado ampliamente:
– La diversidad dentro de la igualdad. En otras pala-
bras, todos somos iguales en derechos y obligaciones pero 
existe la discriminación positiva por la cual es necesario 
comprender al otro por la diferencia y no discriminarlo. 
Cuando las culturas son diversas no podemos encasillarlas 
en la misma lógica: cada una tiene su identidad16.
16 Según la definición reglamentaria transcrita, el cabildo indígena es una 
entidad atípica, que cumple las funciones previstas en la Constitución 
y en las leyes. Respecto de las entidades de carácter especial ha dicho 
la Corte Constitucional: “Si bien por razones técnicas y sistemáticas 
toda organización administrativa debería concebirse sobre la base de 
tipos definidos de entidades, la dinámica y las cada vez más crecientes 
y diversas necesidades del Estado no hacen posible la aplicación de es-
quemas de organización estrictamente rígidos; en ciertas circunstancias 
surge la necesidad de crear entidades con características especiales que 
no corresponden a ningún tipo tradicional...”. En estas condiciones, los 
gobernadores de cabildo y los cabildantes gozan de un régimen excep-
cional para el cumplimiento de las funciones atribuidas a esta entidad, 
pues la naturaleza de éstas no permite encasillarlos en la clasificación 
de servidores públicos prevista en el artículo 123 C. N., dado que no 
son miembros de una corporación pública, ni empleados o trabajadores 
del Estado y, por lo demás, el legislador no ha establecido ninguna otra 
clasificación respecto de ellos, en uso de las facultades del artículo 150.23 
ídem. Así las cosas, el hecho de calificarse el Cabildo como entidad pública 
no tiene por virtud transformar las atribuciones de los gobernadores de 
Cabildo y cabildantes en públicas y darles a éstos la calidad de servidores 
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– Los valores de muchas sociedades ancestrales son 
colectivos y de participación. No son valores individuales 
ni egoístas sino formulados de acuerdo con la memoria 
colectiva. Los elementos territorio y tierra son inescindibles 
de algunas culturas y cosmovisiones. El respeto de estos 
factores depende de la existencia de los grupos y se fun-
damenta en la integridad social, cultural y económica.
En la Sentencia T-652 de 1998 se hizo evidente el grave 
peligro en que se puso a la comunidad Embera con el 
proyecto Urrá: se estaba afectando la supervivencia física 
y cultural y por esta razón hubo protección en un sentido 
no sólo individual sino colectivo. En este caso se defiende 
el derecho al mínimo vital por el cambio forzado de una 
economía de subsistencia de bajo impacto ambiental, a 
una agraria de alto impacto y menor productividad.
Teniendo en cuenta las pruebas aportadas al proceso, 
es claro que la construcción de las obras civiles de la hi-
droeléctrica Urrá i resultaron más perjudiciales para la 
integridad cultural y económica del pueblo Embera-Katío 
del Alto Sinú, que la presión territorial y el infrarrecono-
cimiento a los que estuvo sometido desde la conquista 
española: tales obras no sólo constituyeron otra presión 
territorial, sino que hicieron definitivamente imposible 
para este pueblo conservar la economía de caza, recolec-
ta y cultivos itinerantes que le permitió sobrevivir por 
siglos sin degradar el frágil entorno del bosque húmedo 
tropical que habitan.
públicos. Nota de Relatoría: Corte Constitucional, Sentencia C-508 de 1997; 
autorizada su publicación con oficio 0016 del 18 de enero de 2001.
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Conclusiones
– Para defender la vida digna de las colectividades de una 
manera real, es necesario proteger el territorio, estimu-
lar la participación, fortalecer la identidad y diversidad 
de los grupos reconociéndoles el derecho fundamental 
colectivo de la vida, y los medios adecuados y reales de 
protección. Dentro del dilema de la redistribución y el 
reconocimiento, considero que es factible una construc-
ción de un Estado multicultural con base en políticas 
de reconocimiento sustanciales y ponderaciones que 
tengan en cuenta la proporcionalidad de los principios 
y el principio de igualdad.
– Para cambiar de paradigmas, es importante aceptar 
otra explicación y justificación del mundo cultural y ju-
rídico, que sea coherente con la realidad diversa y plural 
de Colombia.
– Para reconocer la igualdad del derecho a la vida 
de las colectividades, es importante manejar un test de 
proporcionalidad y tener en cuenta: los efectos de su 
intervención (la relación del fin con los medios); el peso 
de los principios en juego de acuerdo con la valoración 
social en un Estado social democrático de derecho;  y la 
confiabilidad de las premisas de acuerdo con los hechos 
sociales reales.
– Hay que desarrollar el concepto de pluralismo jurí-
dico-cultural igualitario tal como lo maneja André Hoe-
kema17: identidad, autogobierno, poder en las decisiones, 
plurietnicidad, y respeto a lo local y comunitario.
17 André Hoekema. “Hacia un pluralismo jurídico formal de tipo iguali-
tario”, en Pluralismo juridico y alternatividad judicial. El otro Derecho, 26-27, 
Bogotá, ilsa, 2002, p. 71.
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El derecho oficial no se reserva la facultad de determi-
nar unilateralmente la legitimidad y el ámbito de los 
demás sistemas de derecho reconocidos. El derecho 
oficial, en esta perspectiva del pluralismo jurídico, 
reconoce además la validez de normas de los diversos 
sistemas de derecho; su fuente, en una comunidad 
especial que, como tal, conforma una parte diferen-
ciada pero constitutiva de la sociedad entera y, por 
tanto, tiene capacidad para que su derecho sea reco-
nocido como parte integral del orden legal nacional.
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